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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

ASUNTO

Recurso de agravio constituciollal interpuesto por don Luis Alberto Lévano

Cuzcano contra la ¡esolución de fojas 101, de fecha 20 de octubre de 2017, expedida
por la Sala Civil Transito¡ia de Chonillos de Ia Corte Superior de Justicia de Lima Su¡,

clue declaró improcedente la demanda de autos.

}.UNDAMENTOS

E¡ la sentcncia emitida en sl Expedierte 00987-2014-PA/TC. publicada en el drarro

oftcial El Peruant¡ el 29 de agosto de 2014. este Tdbunal cstableció, en el

fundancnto 49, con carácter de preccdcnte. que se expedirá sentencia interlocutoria
dcnegatoria, dictada sin más trámite, cu¿u1do se presente alguno de los siguientes

l!o
que igualmente están contenidos en el a¡tículo 1l del Reglamento
del Tribunal Comtitucional:

Carezca de fundamentáción la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecho conteBida en el recurso no sea de ospecial
trascendencia constitucional-
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribu¡al
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En el presente caso, con fecha 15 de mayo de 2017, la parte dcmandanle solicita
quc se deje sin electo el despido del que ha sido victima y que, en consecuencia, se

ordene a Los Andes Servicios Corporativos SAC su reincorporación en el cargo dc

conduoto¡ de vehicrLlos de flota pesada, más cl pago de los costos y costas del
proceso. Reiiere que brindó sus senicios para la demandada desde el 20 de

noviembre de 2002 hasta el 22 de l¿brero de 2017, y que de manera arbitraria se le

cursó cafas de preaviso de despido por la supuesta comisión de falta g¡ave respecto
a hechos oculaidos en un incidente de trabajo ocurrido el 4 de febrero de 2017, sin
tomar en cuenta que ya había sido sancionado por los mismos hechos, lo quc
vulnera el p ncipio de ne bis il1 idem, además de haber sido despedido de faclo,
pese a no habcr culminado el procedimiento de despido iniciado en su cont¡a.
Alega la vulneración a los derechos constitucionales al traba.jo, debido proccso y
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defensa. Al respecto, debe evaluarse si 1o pretendido en la demanda se¡á dilucidado
en una vía dit'erente de la constitucional, de acue¡do a lo dispuesto en el artícuio 5.2

del Código Procesal ConstilucioDal.

l. En ese senlido, en la Sentencia 023 83-2013 -PA/TC, publicada en el dia¡io oficial
El Peruano el 22 de julio de 2015, este Tribunal estableció en el fundamento 15,

col1 carácter de precedente, que una via ordinaria será "igualmente satislactoiia"
como Ia via del proceso constitucional de amparo si en un caso concreto se

demuestm, de mane¡a copulativa, el cumplimiento de los siguientes elementosl
i) que la cstructura del proceso es idónea para la tutela del derecho: ii) que la
resolución que se l'uera a cmitir pueda b ndar tutela adecuada; iii) que no existe
riesgo de que se produzca irreparabilidad; y iv) que no existe necesidad de una

tutela urgeDte derivada de la relevancia del derecho o de la gravedad de las

consecuencias,

En este caso, desde una perspectiva objetivá, tenemos que el proceso ]aboral
abreviado de la Nueva Ley Procesal del Trabajo, Ley 29497, cucnta con una

estructura idónea para acoger la pretensión del demandante y darlc tutcla adecuada.

el proceso laboral se constituye en una vía célerc y eficaz respecto del

donde puede resolverse el caso de derecho fundamental propuesto por el
te. de conlbrmidad con el lundamento 27 de la Senlencia 02383-2013-

1

5. Por otro lado, atendiendo a una perspectiva subjetiva. en el caso dc autos no se ha

acreditado un riesgo de irreparabilidad del derecho en caso se transite por la vía
ordinaria. De igual manera, tampoco se verifica la ¡ecesidad de tutela urgcntc
derivada de la relevancia del derecho en cuestión o de la gravedad del daño que
podría oculrir.

6. Por lo expuesto, en el caso concreto existe una vía igualmente satisfactoria. Asi,
habiéndose veriñcado que la cuestión de De¡echo invocada contradice un
precedente del T bunal Constitucional, el recurso de agravio debe ser desestimado.

7. De otro lado, si bien la sentencia emitida en el Expediente 02383-20I 3-PA/TC
establece reglas p¡ocesales en sus f'undamentos 18 a 20, es necesario precisar que

dichas reglas son aplicables solo a los casos que se encontraban en trámite cuando la
precitada sentencia f'ue publicada en el diario oficial El Peruano (22 de julio de 2015),
no ocurriendo dicho supuesto en el presente caso, dado que la demanda se interpuso el
l5 de mayo de 2017.
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8. En consecuencia, y de lo expuesto en los 1üÍdamentos 2 a 7 supra, se veriñca que

el presente recr¡rso de agravio ha incr¡rrido en la causal de rechazo prelista en el

acápite c) dcl fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso c) del artícülo 11 del Reglamento Normativo del Tdbunal
Constitucional. Por esta razón, coresponde declarar, sin más trámite, improcedcnte
el rccurso de agravio conslilucional

Po¡ estos l'undamentos, el T bunal ConstitLrcional, con la autoridad que le
confiere la Conslitución Política del Perú, el fundamento de voto del magistrado Sardón
de Taboada, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera, convocado
p:[a dirimir la discordia suscitada por c] voto singula¡ del magistrado Ferrero Costa.

Además, sc incluye el lundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrem.

tI,LSUEI,VE

l)cclarar IMI'>ROCEDIiN I'E el r-ecurso de agravio constitucional

Publiquese y notillqucsc

'¿-4,<)

Lo que

\
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T.UNDAMENTO DE VOTO DEL MACISTRADO SARDóN DE TABOADA

Si bien estoy de acue¡do con el fallo de la se¡tencia interlocuto a expedida en autos,
discrepo dc su fundamentación.

En el acápite b) del ft¡Ddamento 49 de la scDtcncia cmjtida cn e1 Expediente 00987-
2014 PA/lC precedente Vásquez Romcro cste Tribunal Constitucional señaló que
debe rechazarse el recurso de agravio constitucional cuando la cuestión de Dcrecho que
co¡tiene ¡o sca dc cspccial trascendencia constifucional.

Fln este caso, la parte demanda¡tc solicita su rcposición en cl puesto dc traba.1o. por
considerar quc fuc dcspcdida arbitrariamcnte. Sin embargo, como hc señalado
rcpetidamente en mis votos emitidos como magiskado de este Tribunal Constitucional,
considero que nuest.a Constitución no establece un régimen de estabilidad laboral
absoluta.

A mi cntender, cl derecho al trabajo consagrado por el a¡tículo 22 de la Constifucron no
incluye la reposición. Como señalé en el voto singular que emiti en el Expediente
05057-20I 3-PA/TC, Precedente Huatuco Huatuco, el derecho al trabajo

Asi, cu¡ndo cl articulo 27 dc la Constitución de 1993 establece que "la ley otorga al
trabajador protección adecuada contra el despido arbitrario", se refiere solo a obtene¡
una indemnizaoión delerminada por la ley.

A mi criterio, cuando la Constitució¡ utilizó el adjeti\o arbitrarío, englobó tanto al
dcspido /?¿.r/¿) col'no al injusfificado de los que hablaba el Dccreto Legislativo 728, Ley
de Fomento del )irnpleo, dc 12 dc noviembre de 1991.

Esto es así porque, según el Diccionario de la Lengua Española, arbitrarío es

Sucto a la librc volunlad o al capricho anles que a la Icy o a la razón.

lndcbidamcnte, la Lcy 26513 
-promulgada 

cuando ya sc encontaba vigente la actual
Constitución pretcndió cquiparar el despido que la Constitución dcñoñinó arbitr.tr¡o
solo a lo que la ve$ión original del Dccrcto Logislatjvo 728 llamó injusti/icado.

d.bc scr c¡tcndido caño la po'ibilitldd ¡{e dccedet librchcnte al nercado ldbor,ll o a

desdrrollal ld actitid,ld ecokónica q e uno quiaru, den¡rc ¡le los línites que la le!
estdblece por razone., ,le oftlen públ¡co. Solo esla interpretación es consistentc con las
libcfades de contratación yrnbajo consagradas en el articulo 2", incisos 1,1y l5; la liberlad
dc c¡¡prcsa cslablecida cn el arliculo 59'; y, l¿ visión diDámica del proceso económico
conrcnida cn el¿riculo 6l'dc I¡ Constirución.
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Semcjantc operación nomativa implicaba afirmar que el despido r¿1o no puede ser

dcscrito como "sujeto a la librc voluotad o al capricho antes qüe a la ley o a la razón", 1o

que es evidente¡¡eDte i¡accptable.

Más allá de su deficiente lógica, la Ley 26513 tuvo como consecuencia resucitar Ia

reposición como medida de protección frente a un tipo de despido, entregándoles a los

iueces poder para foúa¡ 1a continuidad de una relación de trabajo.

llsta nucva clasificación -que se ma¡tiene en el Texto Únrco Ordcnado dcl Decreto
Legislativo 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral, aprobado mediante
Decreto Supremo 003-97 Tlt- es inconstitucional-

Lamentablemente, esle eror lüe ampliado por el T¡ibunal Constitucional mcdiantc los
casos Sindicato Telelónica (2002) y I"lanos Huasco (2003), cn los quc dispuso quc
coÍcspondia la ,cposición i¡cluso frcntc al despido arbitrario.

AI ticmpo que extrajo la reposición de la exislencia del amparo laboral, Llanos Huasco
prelendió que se dislinguiera entre cl despido nulo, el incausado y el liaudülento. Asi,
si no convcncia, al mcnos confundiria.

A mi critedo, la p¡oscripción constitucional de la reposición incluye, ciertamente, a los
trabajadorcs dcl Estado sujctos al Dccrcto Lcgislativo 276 o a cualquier otro régimen
laboral público.

Ill dcrccho a la rcposición dcl rógimen de la carera administrativa ¡o sobreviviu, pues,

a la promulgación de la Constitución el 29 de diciemb¡e dc 1993. No cambia las cosas
que hayan traDscr¡nido casi veinlicinco años sin que algunos se percaten do cllo.

Por tanto, considero que el recurso dc agravjo constihrcional debe rechazarse porque no
cstá relacionado con cl contcnido constitucioüalmente protegldo del derecho invocado.

s

SARI)ON DE I'ABOADA

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

La Constitución de 1993 evitó cuidadosa¡nente ulilizar el témino "estabilidad laboral",
con cl quc tanto su predcccsora dc 1979 como cl Decreto Legislativo 2'76, de 24 de

m¿rzl Je 19Q4. ie referian a la re¡,':ir'r,in.

," ,f,
\
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ITUNDAM¡]N'I'O DE VOI'O DI't, MAGIS'I'IIADO ESPINOSA-SÁI,DAÑA
BARRERA

Colncido con r:l sentido de io ¡csuelto por mis oolegas. Sin embargo, considero
necesario scñalar lo siguienle:

1. Nuestra responsabilidad como jueces co¡stitucionalcs dcl 'l ribunal
Constitr¡cional pcruano incluye pronunciaise con resolucioncs comprensibles, y
a la vez, rigurosas técnicamenle. Si ¡1o se toma en cucnta ello, el Tribunal
Constitucional lalla a su responsabilidad institucional de concrelización de la
Constilución. pues debe hacerse entende¡ a cabalidad en la compresión del

ordcnamienk) .iuridico conlbn¡e a los principios, valores y demás preceptos de

esta misma Co¡stitución.

I,tsPt Nos,\-s,\t-t)^Ñ,'\ B^t{lllu.^ o.

Loq

2. Iln cse sentido, conviene hacer notar a la parle recurrentc que el derecho de

dcl'ensa es un eiemenlo del derecho a un debido proccso.
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VOTO SINGIII,AR DITL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la polestad que mc otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia

de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, pam expresar respetuosamente
que disiento del precedente vincul¿rnte establecido en la Scntencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERI.OCIJTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

conlinuación expongo:
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Er, TRTBUNAL CoNSTrrucroNAL coMo coRTE DE REVISTóN o FALLo Y No DE

CASACIÓN

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constifucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al T bunal Constitucional
en instancia de l'allo. La Constitución del 79. por pdmera vez en nuest¡a hisloria
constitucional, dispuso Ia creación de un órgano ad hoc, indepcndiente del Poder

Judicial. con la ta¡ea de garan¿izar la supremacía constitucional y Ia vigencia plena

dc los derechos fundamentales.

2. l,a Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucio¡ales e¡a un órgano de conlrol de la Constitución, que tenía j urisdicción
c¡ todo el territorio nacional para conocer, en Nía de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habjiitada pa¡a fallar en forma definitiva sobre la causa. Es

decir. no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dcrechos ¡econocidos eD la Co¡Ntitución.

l. E¡1 ese se¡tido. Ia Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garanlías

Comtitucionales, vigenle en ese momento, establcció, en sus articulos 42 al46, que

dicho órgano, al encontLar una ¡esolución denegatoria que ha violado la ley o la ha

aplicado en lorma e¡rada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la deficiencia, devolverá los acluados a la Cofie Suprema de Justicia de Ia
República (reenvio) para que emita ¡uevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que) a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante ameDazas y vulneración de derechos fue se amente
modiflcado eD la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplízur los
mecanisinos de tutela de dos a cuatro, a sabet, hdbeas corpus, ampatu, habe¿rs dala
y acción de cumplimiento. Ln segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como ó¡gano dc cont¡ol de Ia constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica erróneamente como "órga¡o de cont¡ol de la Constitución". No obstante. en

ITYA
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materia de procesos co[stitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
T¡ibunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Politica del Perú, en su artícuio 202, inciso 2,
prescribe que coüesponde al T¡ibunal Constitucional "conocer, en úhíma y
del¡n¡l¡rd iwttancia, las resoluciones denegatorias d¡ctadas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas data y dcción de almplim¡ento". Esta disposición
constitucional. desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el T bunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectu¡a diversa
contravendda mandatos esencjales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad cono fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "lct obsenancia del clebido proceso y ttiela
jurisdiccional. Ninguna persona puede ser desviada de la jurístlicción
predefermindda por la ley, ni sometida a procedimíento disti ¡o de los pret)iamente
estdblecidos, ní juzgada por órganos jurisdiccíonales de excepción ni por
comisiofies especidles creddas al efbcto a&lquiera see su clekomíndcióntt,
consagrada en el artículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a Ia última instancia constitucional tiene lugar por la via del certiorari
(Suprema Cofe de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitució[ capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de Ia libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de u¡ derecho ñlirdamentd, se
debe abrir la via conespondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pe¡o la apeflura de esta vía solo se produce si se pemite al
peticionante colaborar con los jueces co¡stitucionales mediante un po¡meno zado
análisis de lo que se pretende. de lo que se inroca.

I Itil tilliltilt ill il
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7. Lo constitucional es escuchar a Ia parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensa; además, rut Tribunal Constitucional comtituye el más
ef¡ctivo medio dc defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitr¿Lriedad.

EL D[REcHo A sER oiDo coMo NIANI!.ESTACTóN DE LA DEMocR \TrzacIóN DE Los
PRocESos CoNSTITUCIoNALEs DE LA LIBuRTAD

8. La administración de justicia constilucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constjtucional, desde su cieación, cs respetuosa! como corrcspollde, del derecho de

ffvl
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delbnsa inherente a toda persona, cuya manil¿stación primaria es el derecho a ser

oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

dererminen sus derechos. inlereses ) obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista r¡stá rclacionado con la defensa, la cual, sólo es

electiva cuando el justiciable y sus abogados pueden expo¡er, de manera esc¡ita y
oral. los argr¡mentos peltinentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constituciolal.

i0. Sob¡e la inteNención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucioÍal cuando se
brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

lL Cabe añadir que la participación dirccta de las pades, en defensa de sus intercses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democ¡atiza el proceso. De lo contrario, se decidi¡ia sobre la esfera de interés de
una percona sin permitirle alegar 1o conespondiente a su favor, lo que resulta a
excluyeilte y anlidemocrático. Adcmás, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
a¡gumentos que justiñcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de de¡echo y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte lnteÉmericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "oblíga al Estado a tratar ol indíyiduo en todo momento como
un Nerdddelo sujeto del proceso, en el más umplio sentido de este co c¿pto, y no
simplemente col o objeto del mismo" - y q\te "pdra que ensta debido proceso legal
es precíso que un justiciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus
intereses efi-forma eJ¿cti|a y en condiciones de íguaklad prccesdl con otros
justiciables'2.

1 Co¡te IDH. Caso Ba¡reto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009-
pánafo 29.

'Co,t" lDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, pá[afo 146.

W
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NATURAI,EZA PRoCESAL DEL RECURso Df, AGRAVT0 CoNSTITUCIoNAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el T bunal Constitucio[al si no es co¡ grave violación de sus
disposiciones. Dicho T bunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un p¡oceso constitucio¡al de la libe¡tad la denominada
"sentencia interiocutoria", el recurso de agravio constitucional (R{C) pierde su
verdadeia esencia .iuridica, ya que el 'lribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitl.¡cional.

15. De confon'nidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribünal Constitucional no "concede" el recurco. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Pode¡ Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronutciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechaza¡ dicllo recurso, sino por el contrario de ,'conocer', lo que la parte alega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por otro lado, la "se¡ltencia interlocuto a" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los oasos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convierte el empleo de Ia precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria
afectar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quicnes
tend an que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes dc presentar su
respcctiva demanda.

17. Po¡ 1o demás, n¡¡tat¡s mutand¡s, el prccedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-P,VTC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en orros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02g77-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reailrmación de la natualeza
procesal de los procesos constitucionales de la libe¡tad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, Iitispendencia, invocación del de¡echo constitucional líquido y
cierto, etc.).

EXP. N." 00505-20I 8-PA/TC
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18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libe¡tad sean de
una natuialeza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

19. Por tanto, si se tiene en cuenta que lajusticia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que gara[tiza que el f¡ibu¡ral Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas alectadas en sus
dcrechos esenciales cuando no encuentlan justicia en el Poder Judiciál;
especialmentc si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defeDsa total dc la Constitución, pues si toda garantía constitucional
erÍaña el acceso a la preskción jurisdiccional, cada cual al defende¡ su derecho
cstá defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin 1a protección judicial auténtica".
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